
I. Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
14430 LEY 22/1984, de 25 de junio, sobre concesión de 

un crédito extraordinario por importe de pesetas 
7.583.000.000, al Presupuesto en vigor del Ministe­
rio de Industria y Energía, para atender al défi­
cit de explotación de ENAGAS, correspondiente al 
ejercicio de 1982.

JUAN CARLOS I,
REY DE ESPADA

A todos los que la presente vieren y entendieren,
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo 

en sancionar la siguiente Ley:
Por el Ministerio de Industria y Energía se ha iniciado un 

expediente por el que se solicita la tramitación de un crédito 
extraordinario por la cantidad de 9.150.209.000 pesetas, cantidad 
que ha sido reducida, en base del informe emitido por la In­
tervención General de la Administración del Estado, a la suma 
de 7.583.000.000 de pesetas, según se deduce de los antecedentes 
unidos al citado expediente.

El citado crédito tiene por objeto reconstituir la estructura 
financiera de ENAGAS. que se halla fuertemente deteriorada 
por las pérdidas registradas durante el ejercicio de 1982, según 
se pone de manifiesto en el balance de situación de la Empresa 
cerrado al 31 de diciembre de 1982.

Entre las causas que la Empresa aduce como explicación del 
déficit destacan: Una fuerte carga financiera, que representa 
el 27 por 100 sobre ventas; la elevación de los precios de gas 
comprado a Argelia y Libia, y los precios políticos fijados para 
la venta de sus productos en el mercado nacional.

Esta Empresa depende del Instituto Nacional de Hidrocarbu­
ros, que no cuenta con recursos suficientes para prestarle el 
apoyo financiero necesario para lograr la reestructuración fi­
nanciera antes señalada, por lo que se estima procedente, previa 
declaración de asunción por el Estado de la obligación de aten­
der el pago del déficit de ENAGAS correspondiente al ejercicio 
de 1982, la concesión de un crédito extraordinario por la canti­
dad anteriormente señalada para los fines indicados y a través 
del referido Instituto.

La Dirección General de Presupuestos ha informado del ex­
pediente sobre el que el Consejo de Estado ha emitido su pre­
ceptivo informe de conformidad con el proyecto.
Artículo uno

El Estado asume la obligación de atender al pago del déficit 
de explotación de la Empresa Nacional del Gas (ENAGAS) co­
rrespondiente al ejercicio de 1982.
Artículo dos

Se concede un crédito extraordinario a: Sección 20, «Ministe­
rio de Industria y Energía»; servicio 05, «Dirección General de 
Energía»; capitulo IV, «Transferencias corrientes»; artículo 47, 
«A empesas»; concepto 741, «Subvención al Instituto Nacional 
de Hidrocarburos», para compensar las pérdidas del ejerci­
cio 1982 de la Empresa Nacional de Gas, S. A. (ENAGAS), por 
importe de 7.583.000 000 de pesetas.
Artículo tres

Ese crédito extraordinario se financiará con crédito del 
Banco de España, que no devengará interés, al Tesoro Público.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que 

guarden y hagan guardar esta Ley.
Palacio de la Zarzuela, Madrid, a 25 de junio de 1984.

JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno.

FELIPE GONZALEZ MARQUEZ

14431 LEY 23/1984, de 25 de junio, de cultivos marinos.

JUAN CARLOS I,
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren,
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo 

en sancionar la siguiente Ley:
Los cultivos marinos o maricultura, actividad del sector 

primario, se iniciaron en España a gran escala hace varias

décadas con los cultivos de moluscos en bateas que nos han 
situado entre los países más destacados del mundo, especial­
mente en el cultivo del mejillón en el que ocupamos actual­
mente el primer puesto. Esta actividad se ordenó por medio 
de un Reglamento para la explotación de viveros de cultivo, 
aprobado por Decreto 2559/1961, de 30 de noviembre. Poste­
riormente, al extenderse los cultivos bivalvos a la zona marí­
timo-terrestre y hacerse simultáneamente patente la necesidad 
de un ordenamiento de las playas, en cuanto a la extracción 
de marisco, se promulgó la Ley 59/1969,de junio, de ordena­
ción marisquera.

Tales disposiciones cumplieron su finalidad de encauzar la 
maricultura dentro de los conocimientos y usos de su época. 
Sin embargo, los grandes avances científicos en el desarrollo 
de los cultivos marinos han roto los antiguos moldes y hoy 
en día se pueden cultivar numerosas especies de la fauna 
y flora marinas, resultando insuficiente la legislación reseñada 
para ordenar estas nuevas remas de la maricultura.

A la misma conclusión se llega al considerar que los cultivos 
marinos por las condiciones excepcionales de nuestras costas 
gracias a su salinidad, temperatura y riqueza planctónica, ade­
más de su configuración y extensión representan para España 
un fuerte potencia! de producción que puede ayudar en buena 
medida a cubrir nuestra demanda de pescado y mariscos y, 
consecuentemente, a disminuir nuestros gastos de divisas, asi 
como a crear nuevas empresas de tipo mediano y pequeño, 
con el consiguiente incremento de puestos de trabajo.

Debe tenerse además en cuenta que el desarrollo de la 
maricultura representa la creación de nuevas riquezas en 
zonas inadecuadas para otros aprovechamientos y sin dañar 
otros intereses Concretamente, se puede asegurar que los 
cultivos marinos no representan en España una competencia 
para la pesca extractiva, sino un simple complemento de gran 
valor en una época en que empieza a escasear a escala mun­
dial la disponibilidad de proteínas.

A los razonamientos expuestos hay que añadir que la falta 
de una normativa actualizada que regule directamente esta 
materia es una de las causas que viene frenando el desarrollo 
de esta rama de la pesca que, no obstante, ha despertado cre­
ciente interés en España.

Resulta, pues, imperativo colmar la laguna que en este 
sentido existe en la legislación promulgando una Ley de ámbito 
nacional.

La presente Ley respeta totalmente las competencias asu­
midas en la materia por las Comunidades Autónomas. Como la 
normativa de la organización administrativa de estos entes no 
son siempre coincidentes entre sí, ni son las de la Adminis­
tración del Estado, se hace referencia en el texto de la Ley 
al Organismo competente en la materia que se alude, para se­
ñalar con un solo concepto al que se asuma legalmente la 
misión de información o tramitación o el poder resolutorio. 
De esta forma se puede, asimismo, realizar una ordenación com­
petencial de los distintos organismos con intereses en la costa 
sin vulnerar las atribuciones de los entes autonómicos.

Debido a las fuentes heterogéneas de información está sur­
giendo en el ámbito de la maricultura una creciente confusión 
respecto a los principales conceptos de la actividad y de los 
establecimientos de cultivos Con objeto de subsanar este in­
conveniente se extiende la Ley ampliamente sobre tales con­
ceptos, previa consulta al sector y a los científicos especializados.

Cabe señalar, por último, que la Ley al desarrollar una 
ordenación económica general se mantiene dentro del marco 
legal del artículo 131 de la Constitución española.

TITULO PRIMERO 

Ambito de aplicación
Artículo uno

La presente Ley tiene por objeto la regulación y ordena­
ción de los cultivos marinos en el territorio nacional, zona ma­
rítimo-terrestre, rías, estuarios, lagunas y albuferas en comu­
nicación permanente o temporal con el mar, mar territorial, 
y zona económica exclusiva, tanto en bienes de dominio público 
como de propiedad privada, todo ello sin menoscabo de las 
competencias y facultades asumidas por las Comunidades Autó­
nomas.

Definiciones

Artículo dos
A los efectos de esta Ley y con el fin de establecer una 

nomenclatura unificada, se definen los principales conceptos 
de cultivos marinos.



1. Se entiende por:
a) Cultivos marinos: La realización de las acciones y labo­

res apropiadas para la reproducción o crecimiento de alguna 
o varias especies de la fauna y flora marinas o asociadas 
a ellas.

b) Puesta o desove: La acción de liberar las especies marinas 
al agua sus huevos, larvas o esporas.

c) Preengorde: El cultivo de especies de la fauna marina en 
sus primeras fases vitales, previo al engorde.

d) Engorde: El cultivo de juveniles y adultos de la fauna 
marina para lograr tallas comerciales.

el Repoblación marina: La liberación de especies animales 
o vegetales en cualquier fase de su ciclo vital en el medio 
natural para que incremente su población.

f) Especies marinas: Las pertenecientes a la fauna y flora 
que de forma permanente o temporal vive en el mar o que 
puede ser cultivada en aguas marinas o salobres.

2. Se entiende por establecimiento de cultivos marinos 
cualquier artefacto flotante, fijo o de fondo, las extensiones 
de agua de mar o salobre y sus fondos, sumergidos e interma­
reales, acotadas o cerradas parcial o totalmente por accidentes 
naturales o procedimiento artificial, así como las instalaciones 
en tierra firme cuyo fin sean los cultivos marinos o su estudio, 
investigación o experimentación.

Dentro de tal concepto se definen los siguientes, a efectos de 
unificación de denominación, sin carácter de exclusividad:

a) Banco cultivado: La zona marítimo-terrestre o los fondos 
de los espacios marítimos contemplados en el articulo uno so­
metidos a recolección regulada y a cultivo extensivo en fondo 
de moluscos o especies vegetales que por tal actividad pierde 
su característica de yacimiento espontáneo.

b) Parque de cultivo: Parcela de zona marítimo-terrestre de 
los fondos de los espacios marítimos contemplados en el articu­
lo 1.° o salobre, dedicada al cultivo intensivo en fondo de ma­
riscos o especies vegetales o de otras especies sésiles o muy 
ligadas al mismo

c) Vivero: Artefacto flotante, a medias aguas o de fondo, 
o armazón fijo al fondo, en que se efectúa cultivo de cualquier 
especie marina por medio de cuerdas, cajas o similares suje­
tas a dicho artefacto.

d) Jaula: Artefacto flotante, a medias aguas o de fondo, 
en el que, por medio de red, rejilla, barras o sistema de 
cualquier clase, se retienen especies de la fauna marina para 
su cultivo.

e) Criadero: Estación de estimulación de freza, inducción 
a la puesta o cualquier otro sistema destinado a favorecer la 
reproducción y a obtener cualquier especie marina en sus 
primeros ciclos vitales, que se designará como cria.

f) Semillero: Establecimiento para preengorde y adaptación 
al medio natural de juveniles obtenidos en criaderos, que al 
destinarse al engorde se designarán como semilla.

g) Granja marina: Establecimiento basado primordialmente 
en tierra, en el que pueda coincidir el cultivo de varias especies 
de la fauna y flora marina, por medio de zonas inundadas, 
piscinas, tanques o similares.

h) Centro de investigación de cultivos marinos: Estableci­
miento destinado exclusivamente al desarrollo de la investi­
gación pudiendo versar esta total o parcialmente sobre las acti­
vidades propias de la acuicultura marina.

TITULO II
Del otorgamiento de las concesiones y autorizaciones 

Artículo tres
La instalación, explotación y funcionamiento de cualquier 

establecimiento de cultivos de fauna y flora marinas, y sus 
correspondientes tomas de agua y evacuaciones al mar, reque­
rirán la concesión o autorización, según corresponda en cada 
caso, del Organismo competente en materia de Pesca, previos 
los informes que procedan, tanto en zonas de dominio público, 
como en terrenos de dominio privado.

Cuando tales otorgamientos impliquen obras fijas dentro 
del mar, precisarán, además, una concesión del Organismo 
competente de Puertos y Costas, conforme al artículo 10.3 de 
la Ley 28/1969, sobre costas.
Artículo cuatro

A los efectos de esta Ley se entiende por:
a) Concesión: Otorgamiento del derecho al uso y disfrute 

exclusivo y con carácter temporal por personas naturales o 
jurídicas de nacionalidad española en terrenos de dominio pú­
blico, para instalación de establecimientos destinados a la in­
vestigación o explotación de cultivos marinos.

b) Autorización: Permiso que se otorga a personas naturales 
o jurídicas de nacionalidad española, a título de precario para 
establecimiento de investigación o explotación de cultivos ma­
rinos.
Artículo cinco

Las concesiones o autorizaciones en bienes de dominio público 
que se otorguen a partir de la entrada en vigor de la presente

Ley, se concederán discrecionalmente por un período de diez 
años, que se contarán desde la iniciación de la explotación, 
pudiendo ser prorrogadas, a petición del interesado, por plazos 
de igual duración hasta un máximo de cincuenta años.

Las concesiones se otorgarán, sin perjuicio de tercero y cuan­
do no afecten a los intereses generales y especialmente a los 
de Defensa, Navegación y Pesca, y podrán ser expropiados por 
causa de utilidad pública o de interés social con la indemni­
zación que corresponda, con arreglo a lo dispuesto en la Ley 
de Expropiación Forzosa.

Las autorizaciones podrán revocarse, en caso de fuerza mayor, 
de utilidad pública o de interés social.

En los terrenos de propiedad privada sólo será preciso el 
otorgamiento de una autorización, que tendrá vigencia mientras 
no se paralice la actividad autorizada o no se incurra en las 
causas previstas para su caducidad.

Las concesiones o autorizaciones se extinguirán además por 
las las siguientes causas:

a) El abandono de la concesión o autorización. A efectos 
de esta Ley se entiende por abandono el cese de la actividad 
durante un período superior a dos años.

b) La renuncia del interesado.
c) El vencimiento del plazo de otorgamiento, sin haberse 

solicitado una prórroga o sin haber cumplido la sanción que se 
impusiera por tal causa.

d) El vencimiento del plazo de puesta en explotación y 
de las prórrogas que, a tal fin, se pudieran otorgar, con o sin 
sanción.

el El incumplimiento de una o varias normas que regulan 
el título de la concesión o autorización, o de normas de la 
legislación vigente que afecten a éstas.

f) Los daños ecológicos evidentes, peligro para la salud 
pública o de navegación u otros riesgos de análoga trascen­
dencia debidos a las instalaciones o su funcionamiento.

g) Cualesquiera otras causas que se determinen en las dispo­
siciones reglamentarias que desarrollen la presente Ley.

Artículo seis
En el otorgamiento de la concesión o autorización se especi­

ficará La especie o conjunto de especies de cultivos marinos 
para las que se otorga.

En el caso de concesión o autorización para el cultivo 
de moluscos, el cultivo de las especies asociadas no podra 
superar el de la principal.
Artículo siete

Las empresas o explotaciones promovidas por las Cofra­
días de Pescadores, Cooperativas de cultivos marinos y organi­
zaciones de productores tendrán preferencia en su ámbito de 
actuación en el otorgamiento de concesiones y autorizaciones 
para la instalación, explotación y funcionamiento de cualquier 
establecimiento de cultivos marinos en zonas de dominio pú­
blico: cuando sus proyectos se presenten en los plazos estable­
cidos por el Organismo competente en materia de Pesca y reu­
nan iguales garantías técnicas, económicas y financieras que 
otras peticiones que coincidan en la misma zona.
Artículo ocho

El Organismo competente en materia de Pesca determinará 
para cada concesión las limitaciones que procedan en el uso 
y disfrute exclusivo, teniendo en cuenta el posible perjuicio 
que tal exclusividad pueda causar a la comunidad o a los inte­
reses pesqueros, especialmente en caso de zonas extensas, esta­
bleciendo, asimismo, las limitaciones de uso y disfrute público 
que sean precisas para la explotación de los establecimiento.-, 
de cultivos solicitados a la vista del Proyecto presentado y 
previos los informes oportunos.
Artículo nueve

En zona de dominio público, la modificación de la vegetación 
natural de los establecimientos de altivos si la hubiere, pre­
cisará la autorización del Organismo competente en materia 
de Pesca; cualquier modificación de calados, desviación de 
cursos naturr.es de las aguas y canales de navegación, tanto 
por medio en obras fijas, como por dragados u otros procedi­
mientos, precisará, además, informe favorable de los Organis­
mos competentes en materia de Defensa, Seguridad de la Nave­
gación y Puertos y Costas.
Artículo diez

En los expedientes de concesiones y autorizaciones en bienes 
de dominio público que no hayan sido declarados de interés 
para cultivos marinos, se realizará información publica y será 
preceptivo el informe de los Organismos competentes en ma­
teria de Defensa, Seguridad de la Navegación, Turismo y Puer­
tos y Costas, así como de los Ayuntamientos afectados.

Serán vinculantes los informes de los Organismos correspon­
dientes cuando se trate de expedientes relativos a accesos a los 
puertos, pasos navegables, zonas de interés para la Defensa 
Nacional, Centros o zonas declaradas de interés turístico y a los 
previstos en el articulo 11.6 de la Ley 28/1969, de 20 de abril, 
sobre costas.



Artículo once
Los informes a que se refiere la presente Ley, cuando sean 

varios, serán recabados simultáneamente por el órgano que 
ostente la competencia resolutoria y serán emitidos en el plazo 
de un mes, pasado el cual se entenderán evacuados en sentido 
favorable.
Artículo doce

En zonas declaradas de interés para cultivos marinos, o en 
propiedad privada, únicamente será preceptivo el informe del 
Organismo competente en materia de Pesca.
Artículo trece

Los replanteos por e! Organismo competente en materia de 
Obras Públicas que se deriven de los expedientes de concesiones 
y autorizaciones para cultivos marinos se realizarán en el plazo 
de un mes.

De no cumplirse tal plazo podrá el Organismo competente en 
materia de Pesca dictar resolución favorable, condicionada al 
acta de replanteo que en su día se realice, previa conformidad 
expresa del interesado.
Artículo catorce

Las solicitudes de concesiones para tomar o evacuar agua de 
mar, a través de zonas de dominio público, que precisen los 
establecimientos de cultivos marinos, se harán al mismo tiempo 
que se hace la petición para obtener la concesión o autoriza­
ción de! establecimiento.

Cuando se trate de tomas de agua de mar para estableci­
mientos ya autorizados para ampliación de Tos existentes o 
cuando se trate de establecimientos de cultivos ubicados en 
terrenos de propiedad privada, se hará nueva petición y el or­
ganismo competente en materia de Pesca, tramitará y resolverá 
la petición, previa solicitud de los informes previstos en el 
artículo 11 de esta Ley.
Artículo quince

Por el Organismo competente en materia de Pesca se estable­
cerá un plazo para la terminación de obras e iniciación de la 
explotación.
Artículo dieciséis

Una vez terminado un establecimiento de cultivo, total o 
parcialmente ubicado en zona de dominio público habrán de ser 
revisadas las obras en tal zona, si las hubiere, de conformidad 
con la Ley de Costas, por el Organismo competente en materia 
de Puertos y Costas.

Si tal revisión no se efectuara en el plazo de un mes, podrá 
el Organismo competente en materia de Pesca, previa conformi­
dad expresa del interesado, autorizar la iniciación de la explo­
tación condicionando la autorización definitiva al dictamen pos­
terior de los citados servicios.
Artículo diecisiete

La transmisión, cesión o gravamen de concesiones y autori­
zaciones requerirá la previa autorización del organismo que 
otorgó aquéllas Cuando sean varios los adquirentes, cesionarios 
o herederos, la transmisión se hará siempre pro indiviso.

TITULO III
Inspecciones y experiencias

Artículo dieciocho
La inspección y reconocimiento de los establecimientos de 

cultivo, respecto a sus métodos, instalaciones y producción, co­
rresponderán exclusivamente al Organismo competente en ma­
teria de Pesca. Esta inspección no excluye las que. conforme a la 
legislación vigente ordenen los Organismos competentes en 
materia de Sanidad.
Artículo diecinueve

Con el fin de estimular la iniciativa en cultivos marinos, se 
podrán conceder autorizaciones temporales para efectuar expe­
riencias sobre nuevos cultivos marinos o mejora de los existentes. 
Los que realicen tales experiencias tendrán preferencia en el 
otorgamiento de concesiones y autorizaciones en el lugar en que 
las hubieran realizado, si los resultados obtenidos así lo acon­
sejaran a juicio del Organismo competente en materia de pesca.

TITULO IV 
Comercialización

Artículo veinte
El traslado de huevos esporas o individuos de talla no co­

mercial, en cualquier fase vital, sólo se utilizará con fines de 
cultivo, investigación o experimentación.
Artículo veintiuno

Las exportaciones de huevos, esporas o individuos de talla no 
comercial, en cualquier fase vital, cualquiera que sea su des­
tino, precisarán autorización del Ministerio de Agricultura, Pesca

y Alimentación, previo informe del Organismo competente en 
materia de Pesca de la Comunidad Autónoma de donde proceda 
y que tenga competencia exclusiva en dicha materia.
Artículo veintidós

La importación de especies de cualquier talla y ciclo vital 
con destino a cultivos o simple inmersión precisará informe fa­
vorable del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación.

Para evitar posibles desequilibrios ecológicos, si se preten­
diera importar especies foráneas que no se den naturalmente 
en nuestras aguas, no se podrá otorgar la autorización que con­
templa el párrafo precedente sin previo informe favorable del 
Instituto Español de Oceanografía.

Las importaciones precisarán además de un certificado de 
Salubridad, expedido en el país de origen por el Organismo y 
con las especificaciones que en cada caso determine el citado 
Instituto, a petición de parte.

En todo caso, la inmersión de las especies importadas será 
autorizada, supervisada e inspeccionada por el Organismo com­
petente en materia de Pesca.

TITULO V
Contaminación y defensa ecológica

Artículo veintitrés
En las zonas declaradas de interés para cultivos marinos 

los núcleos de población, los cultivos agrarios y las industrias 
que evacuen o hayan de evacuar al mar, directa o indirecta­
mente, agua o residuos que puedan producir contaminación o 
enturbiamiento de las aguas, perjudiciales a las especies ma­
rinas, deberán estar dotados de los sistemas adecuados para 
que dicho perjuicio no pueda darse. Se considerarán como per­
juicio tanto la pérdida de actividad o reproducción de las 
especies, directamente o por acumulación de materiales noci­
vos, como la posible afectación a otras especies y a la pobla­
ción humana consumidora.

Estas industrias o servicios deberán cumplir, como mínimo, 
con la legislación vigente sobre tratamiento de aguas y depu­
ración de vertidos residuales, precisando, para su autorización 
por los Organismos competentes para otorgarlas, además de 
los informes que exige la legislación vigente, un informe del 
Organismo competente en materia de Pesca.

En dichas zonas, todos los sistemas existentes actualmente 
de evacuación al mar a que se refiere el artículo anterior, de­
berán adaptarse en el plazo y en las condiciones que se esta­
blezcan en las normas de desarrollo de esta Ley, de tal forma 
que la evacuación no perturbe o contamine las aguas en per­
juicio de la fauna o flora marina. Las condiciones de cons­
trucción y funcionamiento de los sistemas de eliminación y 
depuración de los residuos y excretas, con independencia de las 
competencias que correspondan a otros organismos, podrán ser 
inspeccionadas por los competentes en materia de pesca al 
objeto de denunciarlas en caso de funcionamiento defectuoso.
Artículo veinticuatro

En la elaboración de los anteproyectos y disposiciones de 
carácter general de ámbito nacional, cualquiera que fuera su 
rango, que puedan incidir en los cultivos marinos seré pre­
ceptivo el informe del Ministerio de Agricultura, Pesca v Ali­
mentación, oídas las Comunidades Autónomas afectadas Dicho 
informe tendrá carácter vinculante cuando se trate de zunas 
de interés para cultivos marinos.

TITULO VI
Coordinación y Junta asesora 

Artículo veinticinco
Con objeto de que no se produzcan acciones contrapuestas, 

no se desperdicien o dupliquen esfuerzos y se mantenga una 
estadística y un inventario a nivel nacional sobre cultivos ma­
rinos, se mantendrá una coordinación entre el Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación (Secretaría General de Pes­
ca Marítima) y los órganos de las Comunidades Autónomas 
encargadas de velar por los intereses de la pesca marítima.

El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación podrá 
proponer planes nacionales de cultivos marinos, los cuales se 
elaborarán de común acuerdo con las Comunidades Autónomas 
afectadas. Dichos planes contemplarán necesariamente los re­
cursos financieros para su realización.

Las Comunidades Autónomas ejecutarán dichos planes en el 
ámbito de sus competencias estatutarias.

La Administración del Estado podrá recabar de éstas cuanta 
información estime necesaria para valorar el cumplimiento de 
los planes. 
Artículo veintiséis

Las distintas Comunidades Autónomas podrán declarar lo­
nas de interés para cultivos marinos, que se considerarán zo­
nas de interés pesquero, a aquellas que por sus condiciones 
óptimas para tal actividad aconsejen protección oficial. Tal de­
claración habrá de contar con la conformidad de los demás 
Organismos de la Administración, estatal o autonómica, que 
tengan competencias en la costa.



En tales zonas se podrán delimitar espacios aptos para fon­
deo de viveros y jaulas flotantes en polígonos de cultivo, de­
biéndose especificar la situación de estos y el número de arte­
factos que puedan acoger.

Dichos polígonos serán revisados al menos cada cinco años 
por el Organismo competente en materia de Pesca.
Artículo veintisiete

Con objeto de facilitar la coordinación de las actividades de 
las distintas Comunidades Autónomas, y efectuar un segui­
miento de los planes nacionales, se constituirá en la Secretaria 
General de Pesca Marítima una Junta Nacional Asesora de 
Cultivos Marinos, de la que formarán parte todas las Conse­
jerías de Pesca, y en la que será oído el sector de Cultivos 
Marinos. Los objetivos concretos, la composición y funciona­
miento de dicha Junta serán desarrollados en un Reglamento 
que previa conformidad de las Comunidades Autónomas, será 
sancionado y publicado por el Ministerio de Agricultura, Pes­
ca y Alimentación.
Articulo veintiocho

El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, oídas 
las Comunidades Autónomas, podrá proponer al Gobierno la 
declaración de industrias de interés preferente, conforme a la 
Ley 152/1963. de 2 de diciembre, a las actividades que se con­
sideren oportunas entre las dedicadas a cultivos marinos, así 
como la de zonas de preferente localización para las mismas. 
Tal declaración no implicará la calificación de industria del 
establecimiento beneficiario.
Artículo veintinueve

A los electos de coordinar la investigación en materia de 
cultivos marinos, la Junta Nacional Asesora de Cultivos Ma­
rinos, creada por el articulo veintisiete de esta Ley, preparará 
un plan de investigación a cinco años, que establecerá un or­
den de prioridades, de acuerdo con las necesidades del sector.

A tal efecto el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimen­
tación destinará de sus presupuestos las cantidades precisas 
para el desarrollo y fomento de dicha investigación.

Los organismos científicos públicos o privados que realicen 
investigaciones en acuicultura marina o en materias de pro­
tección, conservación y regeneración de fondos, y que no lleven 
a cabo actividades comerciales, tendrán preferencia en los tér­
minos establecidos en el artículo siete de esta Ley.
Artículo treinta

Sin perjuicio de las competencias que le vienen atribuidas 
a las Comunidades Autónomas en los diferentes Estatutos de 
Autonomía, en orden a la regulación de la normativa sancio- 
nadora, en las infracciones que se cometan en materia de 
cultivos marinos, se atenderá a lo dispuesto en la Ley 53/1982, 
de 13 de julio, con las siguientes especificaciones derivadas de 
la naturaleza de estos cultivos:

No constituirá infracción:
a) El faenar o realizar extracciones o ventas en época de 

veda.
b) El uso o tenencia de artes e instrumentos marisqueros 

antirreglamentarios, dentro de los establecimientos de cultivos 
marinos, cuando lo sean por necesidad de la extracción total 
de su producción.

c) La comercialización de la producción de los estableci­
mientos de cultivos marinos sin pasar por lonja.
Artículo treinta y uno

Las infracciones cometidas contra la presente Ley, serán 
consideradas como violación de precepto técnico marítimo pes­
quero, y sancionadas como faltas leves conforme a la Ley 53/ 1982, de 13 de julio. 

Cuando concurra reincidencia o venta al consumo de es­
pecies de talla no comercial o hembras ovadas de crustáceo, 
serán consideradas como graves o muy graves con arreglo a dicha Ley.

La cuantía de las sanciones no podrá exceder del 35 por 100 
del valor del establecimiento de cultivos, valorado pericialmen­
te, y en caso de no ser este valorable, de su producción me­dia anual y de su utillaje.

DISPOSICION ADICIONAL
Lo dispuesto en la presente Ley será de aplicación supleto­

ria respecto de las normas que puedan dictar las Comunida­
des Autónomas que ostenten competencias en la materia. Estas 
normas habrán de respetar, en todo caso, el ejercicio de las 
facultades atribuidas por el Titulo II de la presente Ley a los 
órganos correspondientes de la Administración del Estado.

DISPOSICION TRANSITORIA
La ordenación de los cultivos marinos se regirá por esta 

Ley desde su entrada en vigor y por las Disposiciones deri­
vadas de la Ley 59/1989, de 30 de junio, en todo lo que no se

oponga a la presente Ley y en tanto el Estado y las Comuni­
dades Autónomas no dicten las correspondientes normas de 
desarrollo en el ámbito de sus respectivas competencias.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, 

que guarden y hagan guardar esta Ley.
Palacio de la Zarzuela, Madrid, a 25 de junio de 1984.

JUAN CARLOS R.
El Presidenta del Gobierno,

FELIPE GONZALEZ MARQUEZ

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
14432 RECURSO de inconstitucionalidad número 426/1984, 

planteado por el Presidente del Gobierno contra 
determinados preceptos de la Ley del Parlamento de 
Cataluña 6/1984, de 5 de marzo.

El Tribunal Constitucional, por providencia de 13 de junio 
actual, ha admitido a trámite el recurso de inconstitucionalidad 
número 426/1984, planteado por el Presidente del Gobierno, con­
tra los artículos 2.2, 5 b) y 9.1 de la Ley del Parlamento de Ca­
taluña 6/1984, de 5 de marzo, de Sindicatura de Cuentas. Y se 
hace saber que en el mencionado recurso se ha invocad, por 
el Presidente del Gobierno el artículo 161.2 de la Constitución, 
que produce desde el día 9 de junio actual, fecha de su for- 
malización, la suspensión de la vigencia y aplicación de los 
mencionados preceptos impugnados de la Ley 6/1984, de 5 de 
marzo, del Parlamento de Cataluña.

Lo que se publica para general conocimiento.
Madrid, 13 de junio de 1984.—El Presidente, Manuel García- 

Pelayo y Alonso.
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REAL DECRETO 1129/1984, de 4 de abril, sobre tras- 
paso de funciones y servicios de la Administración 
del Estado a la Comunidad Autónoma de Andalucía 
en materia de reforma y desarrollo agrario. (Con­
tinuación)

Traspaso de funciones y servicios de la Administración del 
Estado a la Comunidad Autónoma de Andalucía en mateas de 
reforma y desarrollo agrario, aprobado por Real Decreto  1129/ 
1964, de 4 de abril. (Continuación.)


